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SEN'I'ENCIA IN-I'ERI,OCU TORIA DELTRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima.22 dc octubrc rlc 2018

ASUNl'O

l{ccurso dc agravio constitucional interpuesto por don Noé Bloy Collantes'fapia contra

la rcsolucil¡n dc fojas 371, dc 25 de agoslo dc 2015, expedida por la S¿la Civil de la

Corle Supcrjo¡ dc Justicia dc IIuaura, que declaró infundada la demanda de autos.

FT,INI)A}Ttr]NI'OS

un la scntcncia cmitida en el Expediente 00987-2014 PA/TC, publicada en el drano

<:¡ñcl¡l lll Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estábleció, cn el

lundal¡cnb 49, con carácter de precedcnte, que se expedirá sentencia interlocutoria
dcncgato a, dictada sin más trámite, cuando se prcscnte alguno de los siguientes

sr¡puestos, que igl¡almcnte están contenidos en el aI1ículo 1l de! I{eglamcnto

No¡mativo dcl Trrbunal Constitucionall

Carezca de fundamentación la supuesta wlncración que se invoquc.
La cucstión de Dcrccho contenida cn el recurso no sca de especial

encia constifucional.
tión de Derecho iDvocada contradiga un precedente del T¡ibunal
cional.

d) Sc haya decidido de manera desesiimatoria en casos sustancialmcnte iguales.

En el prcsc¡te caso, se evidencia que el recuNo dc agravio constitucional no está

rcferido a una cucstión de Derecho de cspecial trascendencia constitucional. En

cfccto, el recl¡Ícnte solicita que se le otorgue una pe[sión minima complementaria
(rn el Sistenra Privado de Pensiones (SPP) equivalente a la que se otorga en cl

régimen dcl Decreto Ley 19990.

Al respecto, debc tenerse en conside¡ación que el articulo 1l de la Ley 28991

cstablece que:

A parrir de Ia vigcDcia dc la presente Ley, otórgase una Pensión Complementaia a

aquellos pensionistas pcrrcnecientes alSPP 4,¿, d/nomeúode ld c truda eh tige cia
k ta ¡.ef N'27617, etnplían co los requisüas preNistos paru dcc¿det d ld Pens¡ón

Mí,rtr¿, conlbr c a lo dispucsro por el articulo 8 dc dicha Ley, y que hoy percibeD

una pc¡sión dc jubilación mc¡or a est3 (¿,rsls agresado).

A su vez, c] aniculo 8 de lal,ey 27617 - -vigente desde el 1 dc cnero de 2002 ,

quc sustituyó la sótima disposición llnal y transitoria dlrl Decreto Supremo 054-97-
EF. establcció como requisitos para acceder a una pensión minjma cn cl SPP:
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¡ldher ndti¿o a ¡nás rdddr el 3l de dtuíenbrc de 191J y baber cumplido por lo
mcnos scsc¡ta y cinco (6s) años de edadi
Rcgistrar un mí¡imo de veinte (20) a;os dc ¡poraciones efectivas en tolal, entre

cl Sistcma Privado de Pe¡siones y cl Sistcm¿ Nacional de Pensiones; y,
Ilabcr ef¿cluado las aporlacio¡cs a que se reñere el inciso anterior considcrando
como base minima dc cálculo el nonto de ]a Remuneración Minima Vital. cn

cada oport unidad (¿"rAr.' asrcgado).
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5. Con relación al primer requisito, este Tribunal ha precisado que debe ser
inte¡prctado en conjunto, de manera que coDcuerden las dos premisas contenidas en

ól; en tal sentido, para accedcr a una pensión mínima en el SPP, el asegurado puede

haber cumpldo 65 años do edad antes o después de la entrada en vigor dc la Ley
27617, sjcndo indispensable que haya nacido a más tardar el 3l dc dicicmb¡c dc
I 945 (C',4. sentencia emitida en el Expediente 00721-201 1-PA/]'C).

6. Sin embargo, de lá copia del documento nacional de identidad del actor (folio 2), se

adviele que este nació el 22 de agosto de 1949, por lo que no se encuentra

comprendido dentro de los alcances de esta ley para acceder a la pensión minima
solicitada.

7. En consecuencia, se vedfica que el prese¡te recurso de agravio ha jncr¡¡rido cn la
causal de rechazo prevista cn cl acápite b) del fundamento 49 de la sentencia
emitida e¡ cl Ilxpcdicnte 00987-2014 I'A/TC y en el inciso b) del afículo ll del
Reglamcnto Normativo del 1¡ibunal CoDstitucional. Por esla razón, coresponde
dcclarar, sin más trámitc, imp¡ocedente clrecurso dc agravio constitucional.

Por estos lundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
Constitución Politica del Peru, y la pafiicipación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrcra, convocado para dirimir la discordia suscitada por cl voto singular del
magistrado FeÍero Costa,

Además, se incluye el l'u¡ldamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaia Bare¡a.

ItllSt,lll.VE

la¡ar IMPROCEDENTE cl recurso de agravio constitucional

;iPubliquese 
y notifiquese.

I
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IRANI)A C,A.N I,ES
SARDÓN DE'IABOADA
ESPINOSA-SALDANA B
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FUNDAMENTo DE voro DEL MAGISTR^DO EsPrNosA-s.tL»aÑa
BARRERA

Coi¡cido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero

necesario señalar 10 siguiente:

1. Aquí ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio constitucional no

encuentra respaldo en el contenido constitucionalmcnte protegido de los de¡echos

invocados por la parte demandante. Siendo así, se verifica que se ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápitc b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el Expediente 00987-2014-PA/IC y en el inciso b) del a¡tículo 1l del

Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.

2. Ahora bien, encu€ntro que la redacción del proyecto no es lo süficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aqui la cuestión de Derecho planteada ca¡ece

dc especial trasce¡dencia constitucional, conforme las pautas establecidas por este

Tribunal.

3. En electo, tal como ha desarrollado este Tribunal Constitucional en reiterada

.jurisprudencia, al momento de emitir una sc[tencia interlocutoria, luego de haccr
mención a las causales de improcedencia liminar recogidas e¡ el fundamento 49 dc
"Vásquez Romero", correspondc rcferirse en forma clara, ordenada y dotallada a la

causal especifica en la cual habria incurrido el recürso planteado, así como cumplir
con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

4. De este modo, la exposición de las razones por las cuales el recu¡so incure en una

causal determinada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden ]ógico a los argumentos que fundamentan lo resuelto en el caso.

Dichas cualidades son las qüe se espera que tenga u¡a decisión tomada por este

Tribunal, en tanto se trata de un órgaÍo jurisdicciooal encargado de una labor tan
relevante como lo es la tutela dc dcrcchos fundamentales.

s.

Lo

e.ESP¡NOSA-SALDAÑA BARRERA

OT
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EL TRTBUNAL CoNsrlTUcloNAr, coMo coRTE DE REvsIóN o rALLo Y No DE

CASACIÓN

VOTO SINGUI,AR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad quc me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establccido en la SenteDcia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCU'II)RIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

La Constitució¡ de 1979 creó cl 'lribunal de Ga¡antías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al T bunal Constitucional
en instancia de fallo. La Clonstitución del 79, por primera vez en nuestm historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad áoc, indepcndiente del Poder
Judicial, con la tarea de garaltiza¡ la suprcmacia constitucional y la vigencia plena
de los dcrechos lundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 eslableció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era un órgaro de control de la Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el terrilorio nacioÍal para conocer, en tía de casación, de los habeas corp s
y amparos denegados por ei Podcr Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma dellnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como anenaza o lesión a los
derechos ¡econocidos en la Constitución.

3- En ese sentido, la Le1 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Gar¿rntías

Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al cncontra¡ una rcsolución denegatoria que ha violado la Iey o la ha
aplicado en lbma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resoluciór de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deliciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que cmita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que. a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela antc amenazas y vulneración de dcrcchos fue sedamente
modificado e¡ la CoDstitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos dc tntcla dc dos a cuatro. a sabet. hdbeds colpus, an:,parc, habe.ts dald
y acción de cumplirricnto. En segundo lugar. se crca al T¡ibr¡nal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando Ia Constitución lo
califica eróneamentc como "órgano de control de la Constitución". No obstante. en

Wil
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materia de p¡occsos conslilucionales de ia libcrtad. la Conslilución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, en su afiículo 202, inciso 2,
prescribe que co[espoDde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
deffi¡l¡\,a ifistatnci,:1, las resctluciones denegdlolias dictadas en los procesos de

habeas corpus, dmparo, habeds datcl t acción de cumplimienlo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de lianca tutela de los derechos fu[damentales,
exige que el T buna] Constitucional cscuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y cl respeto de su dignidad como hn supremo de la
sociedad y dcl Flstado (articulo l). y "la observancia del debido proceso y tutela
jurisdiccional Ninguna persona puede ser desúada de la jurisdicción
predeterminado por lat le!, úi sofiet¡da a procedifiiento dístinto de los previamente
establecidt¡¡;. ni ¡uzgaLla por órganos jurisdiccionales de excepción ni pot
comisiones especiules creadas al efecto cualquiera sea su denominación",
consagrada cn cl articulo 139. inciso 3.

6. Como se advieñe, a dilérencia de Io que aconlece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia coNtitucional tiene lugar por la vía del certiorar¡
(Suprema Corte dc los tlstados Unidos), cn cl Pc¡ú el Podcr Constituyente optó por
rm órgano suprcmo dc intcrprctación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados proccsos dc la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Jüdicial. En otras palabras, si lo qüe
está en discusión es Ia supuesta amen¿za o lesión de ün derecho fundamenlal, se

debe abrir la vía correspondiente para que el Tribuul Constitucional pueda
prcnunciarse. Pcro la apertula de esta vía solo se p¡oduce si se permite al
peticionante colabora¡ con los jueces constitucionales mediante un pormeno zado
análisis de l.r .1ue se pretcnde. Je lo que se inr,'ca.

7. Lo constitucional cs escuchar a la pa¡te como concretización de su derecho
iÍenunciable a la delensa; además. un'l'ribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de delensa de los derechos lündamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el t rmfo de la justicia frente a la
a¡bitrariedad-

EL DERECHo A sER oiDo Co}Io I\'IANIF¡]S,I.ACIÓN DI] I,A DEMoCRAI.IZACTÓh- D[ Los
PRocEsos CONSTITtTCIoNALES Df, LA LtaERTAD

8. La administración de justicia constitucional de la libertad quc brinda el I¡ibunal
Co¡stitr¡cional. dcsde su creación. es respetuosa, colno conesponde, del derecho de

rYl
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defema inherentc a toda pl-moÍra, cuya manileslación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen.us dereeh,,s. :nl(rcscs ) "blig¿cione..

9. Precisamente, mi alejamienlo rcspecto a la cn,isión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando cljusticiable y sus abogados puedell exponer, de manera escrita y
oral, los argumenlos pertinentes, concrctándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucio¡al.

10. Sobre la intervención dc las partcs, corrcsponde señalar que, en tanto que la
potestad dc administrar .iusticia constituye una manil¡stación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio ¡esulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los de¡echos inhcrentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a scr oido con las debidas garantías.

lL Cabe añadir que la pañicipación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audieDcia de vista, también constituye ur elemento que
democ.atiza cl proceso. Dc lo contra¡io, se dccidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar 1o correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrá1ico. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible dc optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones. porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sullciente las Iazorles de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que ¡esuelve.

EXP, N," 0668I.2OI5.PA/TC
HUAURÁ
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12. En ese sentido, la Cortc Inte¡ame¡icana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "oblíga ul Estado ct tt'atar al ¡nd¡riduo en todo momento cofio
un verdadero sujeb del ptoceso, en el más amplio sentído de este concepto, y no
s¡mplefie te como objelo tlel mismo"t , y que "para que exista debido proceso legal
es prcc¡so que un jüsficiable puedu hacer valer sus derechos y defender sus
intereses en .forma e/eclivat I en condic¡ones de igualdad procesal colt otros
justiciables'¿.

I Co¡te IDH. Caso Ba$eto l,eiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
páÍafo 29.
2 Corte IDH. Caso l.lilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, pá.rafo 146.
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NATURALEZA PRoCESAL DEL RECURSo DE AGRAvIo CoNSTITUCIoNAL

13. Ei modelo de "instancia de t'allo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por cl lribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho T bunal es su intérprete supremo, pero no su ¡efomador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucio¡al de la libertad la denominada
"sentencia interlocuto a', el recuso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jur'ídica, ya clue el Tribundl Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho nrcnos "rccalifica¡" elrecurso de agravio constitucional.

15. De conformidad cor los artícuk)s 18 y 20 dei Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Comtitucioflal no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. AI T¡ibunal lo que le corresponde es conoce¡ del
RAC y pronunciarse sob¡e el londo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho ¡ecurso. sino po¡ cl co[trado de "conocer" lo que la parte alega
como un agrar io qu< le cau.¿ indefcn.inn.

16. Por otro lado. la "sentencia inlerlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado. jnstiflcado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos sc aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justificarlo,
convierte ei empleo de Ia precitada sentencia en arbitra¡io, toda vez que se podría
afectar, entre ot¡os, el derecho fr¡ndamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantias, pues ello daría lL¡gar a decisiones subjeti\,as y
carentes de predictibilidad, afcctando notablemente a los jüsticiables, quienes
tendrían que adivinar qué resolvetá el T bunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, n ¿údlis mutondis, cl preccdente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repile lo señalado por el 'lribunal Constitucional en otros
fallos, como cn cl caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC)- Del mismo modo, constituye una reañrmación de la naturaleza
procesal de los procesos constilr]cionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas. litispendencia, i¡vocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, cl lrccho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de
una nafuraleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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20. Como afirmó Raúl |errero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defcnsa total dc la Constitución, pues si toda garantía constituciolal
entraña el acceso a la p¡estación jurisdiccional, cada cual al delénder su derecho
está defendicndo cl dc 1os denrás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protecció¡ judicial auténtica".

Loq oertlf¡coi
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19. Por tanto, si se tiene en cue[ta qLre la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad pam p¡oteger y repirar los derechos lundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garalltiza que el l'ribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos escncialcs cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmentc si se liene en cuenta que, agotada la \,ía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.
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